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la tutela, que muy bien pudiera agotarse en sí misma,
es un derecho cuya configuración se defiere a las leyes.
Son, por tanto cualitativa y cuantitativamente distintos»
(ibidem). La decisión judicial de inadmisión de un recurso
sólo tendría relevancia constitucional si es arbitraria, irra-
zonable o se funda en un error patente.

C) Este Tribunal ha venido entendiendo que los
requisitos y presupuestos establecidos por las leyes para
recurrir han de ser interpretados y aplicados teniendo
en cuenta la efectividad del derecho constitucional en
el que tienen su razón de ser y, por ello, atendiendo
a su finalidad. De modo que la mayor o menor severidad
en la exigencia de los requisitos guarde proporción de
medio a fin, eludiéndose interpretaciones rigoristas que
no se correspondan en absoluto con la finalidad de la
exigencia legal. De aquí se desprende que no toda irre-
gularidad formal puede erigirse en un obstáculo insal-
vable para la prosecución del proceso. Y dentro de esta
doctrina, más concretamente la STC 169/1992, citada
por la demanda de amparo, ha rechazado los forma-
lismos relativos al nomen iuris del medio de impugnación
empleado, tachando de contraria al art. 24.1 C.E. la deci-
sión judicial de inadmisión de un recurso fundada sólo
en la mera cuestión terminológica del nombre dado al
recurso entablado.

3. En el presente caso, es cierto que el Auto de
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid, de 24 de mayo de 1996, por el que se inad-
mitía el recurso de suplicación interpuesto por el quejoso,
indicaba que contra el mismo cabía interponer «recurso
de súplica» ante la Sala, y el actor interpuso «recurso
de queja».

Ahora bien, la Sala, en el Auto impugnado, funda-
mentó su decisión de inadmisión, como única razón, en
que, conforme a la normativa procesal (art. 185 L.P.L.)
y según se le había advertido al interesado, contra los
Autos de las Salas de lo Social puede interponerse «re-
curso de súplica».

4. La valoración que, desde la perspectiva consti-
tucional de la vulneración que se denuncia, merezca esta
respuesta judicial debe partir de la consolidada jurispru-
dencia constitucional. Corresponde a los Tribunales ordi-
narios la interpretación y aplicación de los requisitos de
acceso a los recursos previstos en las normas procesales,
quedando reservada la intervención de este Tribunal a
los supuestos en los que la interpretación y aplicación
de tales requisitos procesales resulta arbitraria, inmo-
tivada, fundada en un error con relevancia constitucional,
o aplicada de forma rigorista o manifiestamente des-
proporcionada entre la causa de inadmisión advertida
y las consecuencias que se han seguido para la efec-
tividad de la tutela judicial (STC 89/1998, fundamento
jurídico 3o).

Este Tribunal partiendo de que el principio herme-
neútico pro actione no opera con igual intensidad en
el acceso al recurso que en el acceso a la jurisdicción
(por todas, STC 37/1995) ha venido afirmando, no obs-
tante, la transcendencia constitucional de decisiones de
inadmisión de recursos, basadas en interpretaciones judi-
ciales de los requisitos formales de acceso a los mismos
arbitrarias, excesivamente rigoristas (SSTC 172/1995,
194 y 209/1996, y 93 y 226/1997), o fruto de un
error patente (STC 127/1997).

Por consiguiente, según venimos declarando, en el
presente caso correspondía al Tribunal Superior de Jus-
ticia el control sobre el cumplimiento de los requisitos
formales legalmente exigidos para interponer el recurso
de súplica. Sin embargo, y como expone el Fiscal en
su informe, teniendo en cuenta que el recurrente había
estructurado el recurso conforme a la legalidad, errando
únicamente en la denominación del mismo, la Sala pudo,

antes de acordar la inadmisión, abrir un trámite de sub-
sanación de la irregularidad advertida. No lo hizo así
y la solución judicial inadmisoria resulta desproporcio-
nada para la irregularidad procesal advertida, pues dene-
gó una respuesta de fondo sólo por un error en el nomen
iuris del recurso interpuesto.

El órgano judicial fundamentó la decisión de inad-
misión del recurso exclusivamente en una mera cuestión
terminológica o nominal, atinente al error padecido en
el nomen iuris del recurso entablado, realizando una
interpretación excesivamente rigurosa de las normas pro-
cesales y dictando una resolución inadmisoria —insis-
timos— claramente desproporcionada.

En suma, el Auto impugnado, por todo lo dicho, no
satisface las exigencias derivadas del derecho recono-
cido en el art. 24.1 C.E. El amparo debe ser estimado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Manuel Cosano
Horta y, en consecuencia:

1.o Reconocer al recurrente su derecho a la tutela
judicial efectiva.

2.o Declarar la nulidad del Auto de la Sala de lo
Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de 15
de julio de 1996, que inadmitió el recurso interpuesto
contra el Auto dictado por dicha Sala el 24 de mayo
de 1996.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento procesal
oportuno para que la Sala de lo Social del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Madrid dicte nueva resolución con-
forme al contenido declarado del derecho fundamental.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiuno de julio de mil nove-
cientos noventa y ocho.—Alvaro Rodríguez Bereijo.—Vi-
cente Gimeno Sendra.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Manza-
no.—Firmados y rubricados.

20046 Sala Primera. Sentencia 169/1998, de 21 de
julio. Recurso de amparo 3.760/1996. Contra
Acuerdo sancionador del Consejo de la Junta
de Galicia y Sentencia, confirmatoria del ante-
rior, de la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo del T.S.J. de Galicia. Supuesta vulneración
del derecho a la presunción de inociencia:
Valor probatorio de las actas de infracción
administrativas.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Álvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Manuel Jiménez de Parga y Cabrera y don Pablo García
Manzano, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm 3.760/96, promovido
por «Recreativos Sefer, S.L.», representado por el Pro-
curador don Manuel Ogando Cañizares y bajo la direc-
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ción Letrada de don Alfredo L. Bermúdez Fernández,
contra el Acuerdo del Consejo de la Junta de Galicia
de 5 de noviembre de 1993, imponiendo una sanción
de 1.500.000, y contra la Sentencia de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo, de fecha 19 de septiembre
de 1996, del Tribunal Superior de Justicia de Galicia.
Ha comparecido el Ministerio Fiscal, la Xunta de Galicia,
representada por el Procurador don Argimiro Vázquez
Guillén y asistida por la Letrada doña Begoña Díaz Piñei-
ro, y ha sido Ponente el Magistrado don Manuel Jiménez
de Parga y Cabrera, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. El 19 de octubre de 1996, «Recreativos Sefer, S.L.»,
interpuso recurso de amparo contra las Resoluciones
administrativa y judicial que se reseñan en el enca-
bezamiento.

2. Los hechos relevantes para el examen de la pre-
tensión de amparo son los siguientes:

a) El día 7 de agosto de 1991 los Inspectores de
Juego de la Junta de Galicia se personaron en el esta-
blecimiento de hostelería denominado «Bar Novoas»,
propiedad de don José Luis Varela López, sito en Bar-
badas (Orense), en el cual se explotaba una máquina
recreativa y de azar del tipo B, modelo B-1623, serie
J-68, propiedad de «Recreativos Sefer, S.L.» En el acta
de infracción 00/070891 hacían constar que la máquina
carecía de: 1.o Boletín de instalación, 2.o Habilitación
del local y 3.o Pegatina de la tasa fiscal del juego.

b) Posteriormente, ese mismo día los Inspectores
regresaron al establecimiento y levantaron acta de pre-
cintado 03/070891 de la máquina, porque «la verdadera
con las placas originales se encuentra en el Municipio
de Xinzo de Limia en el Bar Los Arcos, en la calle Luis
Usera, núm. 10, propiedad de don Manuel González
Rodríguez» (Acta 01/070891).

c) Conforme a tales actas, se incoó el oportuno expe-
diente administrativo sancionador (GA-33-3/91) el 19
de septiembre de 1991, formulándose pliego de cargos
por carecer del boletín de instalación, habilitación del
local y pegatina de tasa fiscal del juego, y considerando
que tales deficiencias podían constituir infracciones gra-
ves y muy graves, previstas en los arts. 28 y 29 de
la Ley 14/1985, Reguladora del Juego y Apuestas en
Galicia.

d) Tras recibir los oportunos pliegos de descargo,
el Instructor dictó una propuesta de Resolución el 20
de abril de 1993, en la que se consideran como hechos
probados que la máquina carecía de: a) Boletín de ins-
talación y b) Placas de identidad, estimándose una pre-
sunta manipulación de la serie al estar hecha a mano
sobre la placa de identidad, coincidiendo la serie con
la de otra máquina instalada en el Municipio de Xinzo
de Limia en el Bar Los Arcos.

e) Tras los escritos de alegaciones el Consejo de
la Junta de Galicia dictó Acuerdo sancionador el 5 de
noviembre de 1993, en el que se consideran como
hechos probados los anteriormente enunciados, que se
tipifican como infracción muy grave según el art. 28.1 a)
Ley 14/1985, Reguladora del Juego y Apuestas en Gali-
cia, por lo que se le impone una multa al recurrente
de 1.500.000. Tal Acuerdo sancionador agotaba la vía
administrativa.

f) Contra el Acuerdo sancionador se interpuso recur-
so contencioso-administrativo con el número
02/0004985/1994, que fue desestimado por Senten-
cia de 19 de septiembre de 1996, en la que se mantiene
que los hechos probados no han sido desvirtuados, y
que en la calificación de tales hechos coinciden Reso-
lución y propuesta, por lo que el procedimiento había
ofrecido suficientes garantías.

3. En la demanda de amparo alega la recurrente
la violación del derecho a la presunción de inocencia,
a la defensa, a conocer la acusación formulada contra
ella y a la contradicción (art. 24.2 C.E.).

Sostiene en apoyo de sus argumentos que la Reso-
lución administrativa impugnada atribuye a las actas de
la inspección del juego valor de prueba, con lo que se
les da presunción de veracidad, lo que implica la inver-
sión de la carga de la prueba, en perjuicio de la deman-
dante, que se ve obligada a probar su inocencia.

La denuncia contenida en las actas no fue ratificada
en el expediente sancionador por los inspectores del
juego, a pesar de que la demandante ha negado la vera-
cidad de las mismas y ha aportado pruebas de la lega-
lidad de la máquina en cuestión. Se afirma también que
los hechos probados resultan del contenido de las actas
número 00/070891, 03/070891 y 01/070891. Sin
embargo, la Instructora no aportó al expediente como
prueba el acta 01/070891, cuyo contenido desconoce
la recurrente, habiendo sido violado el derecho a la con-
tradicción del art. 24.2 C.E. Se ha vulnerado, asimismo,
el derecho a la presunción de inocencia, dado que la
demandante facilitó las pruebas a su alcance que
demuestran que la máquina cuestionada contaba con
las autorizaciones pertinentes, mientras que la Adminis-
tración sancionadora no aportó pruebas como funda-
mento de su resolución.

Finalmente, considera la recurrente que se ha vul-
nerado el derecho a conocer la acusación formulada
contra ella (art. 24.2 C.E.). Ello lo fundamenta en que
se introdujeron nuevas imputaciones en el Acuerdo san-
cionador que no aparecían en el pliego de cargos, lo
cual quiebra las garantías de defensa, conculcándose
la regla según la cual en el procedimiento administrativo
sancionador debe mantenerse la inalterabilidad de los
hechos imputados desde el momento que se abre
el expediente sancionador. Es válida la producción de
un cambio en la calificación de los hechos imputados,
pero no una modificación sustancial de los fundamentos
fácticos de la acusación y posterior sanción. Toda esta
tesis se fundamenta —alega— en las SSTC 29/1989,
145/1993 y 160/1994.

4. Mediante providencia de 5 de marzo de 1997,
la Sección Segunda acordó admitir a trámite la demanda
de amparo, y en aplicación de los dispuesto en el art.
51 LOTC dirigir comunicación a la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Galicia y a la Junta de Galicia, para que en el plazo
de diez días remitan, respectivamente, testimonio del
recurso núm. 4.985/94 y del expediente GA-33-3/92.
Asimismo se emplaza a quienes fueron parte en el men-
cionado procedimiento, con excepción de la recurrente
en amparo, a fin de que en el plazo de diez días puedan
comparecer en este proceso constitucional.

5. Recibidas la actuaciones, la Sección, mediante
providencia de 16 de junio de 1997, acordó, conforme
determina el art. 52.1 LOTC, dar vista de las mismas,
por plazo común de veinte días, al Ministerio Fiscal, a
la parte recurrente y a la Junta de Galicia para que pre-
senten las alegaciones que estimen pertinentes.

6. Por escrito de 10 de julio de 1997 el Ministerio
Fiscal evacuó el trámite. En sus alegaciones comienza
por analizar la pretendida vulneración del derecho a
conocer la acusación, dado que, afirma la recurrente,
a lo largo del procedimiento administrativo, se han ido
alterando los hechos en las diversas resoluciones (pliego
de cargos, propuesta de sanción), lo cual ha tenido como
consecuencia una indefensión. El Fiscal, sin embargo,
no aprecia la infracción de tal derecho, puesto que el
hecho por el que finalmente se sancionó le fue notificado,
y pudo defenderse frente al mismo, tanto en la vía admi-
nistrativa, donde realizó alegaciones contra la propuesta



82 Martes 18 agosto 1998 BOE núm. 197. Suplemento

de sanción, como en la contencioso-administrativa. La
Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Galicia considera
demostrado que coincidían dos máquinas con la misma
documentación y numeración, lo que constituía infrac-
ción muy grave, prevista en el art. 28.1 a) de la Ley
14/1985, Reguladora del Juego y Apuestas en Galicia.

Por lo que se refiere, en segundo lugar, a la vulne-
ración de la presunción de inocencia, y dado que la
recurrente afirma que no ha habido en el procedimiento
administrativo prueba de cargo suficiente para desvir-
tuarla, el Fiscal entiende que la consideración del acta
como simple denuncia, y no como prueba documental,
implica la traslación literal de un principio del proceso
penal al procedimiento administrativo sancionador que,
si bien regido por las garantías del art. 24.2 C.E., las
mismas deben ser moduladas. En este sentido, la con-
sideración del acta como simple denuncia está expre-
samente prevista en la Ley de Enjuiciamiento Criminal,
lo que no sucede en el derecho administrativo sancio-
nador. Por otra parte, la falta de unión material del otro
expediente carece de relevancia, pues la demandante
tuvo conocimiento del contenido de tal expediente, como
se desprende de su escrito de alegaciones a la propuesta
de sanción, por lo que dicho expediente sirvió como
prueba en el que fue objeto del recurso contencioso-ad-
ministrativo. En definitiva, el Fiscal interesó la desesti-
mación del recurso de amparo.

7. Por escrito de 4 de julio de 1997, la recurrente
se ratificó y afirmó en lo manifestado en la demanda
de amparo.

8. La Junta de Galicia efectuó sus alegaciones con
fecha 3 de julio de 1997. En ellas, defiende el valor
probatorio de las actas de inspección, que dan fe, salvo
prueba en contrario, y que gozan de la presunción legal
de certeza de los hechos comprobados (art.137.3 Ley
30/1992, de 26 de noviembre). Asimismo, la recurrente
participó activamente en el procedimiento administra-
tivo, y tuvo ocasión de utilizar los medios de defensa
y contradicción pertinentes. No pudo, sin embargo, des-
virtuar las pruebas existentes, y ha quedado demostrado
que, en el momento de la inspección, la máquina carecía
de la autorización pertinente y tenía las placas de iden-
tidad manipuladas. Como confirmación de la certeza de
estos hechos, la Junta aporta la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Galicia, que en un considerando alude
a la imposibilidad de la recurrente de desvirtuar, ni en
el procedimiento administrativo ni en el proceso con-
tencioso-administrativo, los dos hechos básicos sancio-
nables: La existencia de una sola documentación y la
de dos máquinas con referencia a ella. Todo ello confirma
que ha existido prueba suficiente, que permite, tanto
en la vía administrativa como en la contencioso-admi-
nistrativa, apreciar que la recurrente ha cometido la falta
por la que se le sancionó. La quejosa invoca la presunción
de inocencia, no para negar la realidad de una actividad
probatoria, ni el resultado de la misma, sino para dis-
crepar con alegaciones exculpatorias de la conclusión
obtenida por el órgano administrativo y la jurisdicción
contencioso-administrativa.

Por lo que se refiere a la privación de su derecho
a conocer la acusación formulada contra ella, la Junta
de Galicia sostiene que, aunque a lo largo del proce-
dimiento administrativo se produjeron alteraciones en
la calificación de los hechos imputados, sin embargo
la recurrente tuvo ocasión de hacer las alegaciones con-
venientes tanto en la fase administrativa como en la
contenciosa, y así lo hizo. Se le ofreció la oportunidad
de defender sus derechos e intereses.

9. Por providencia de 20 de julio de 1998, se señaló
para la deliberación y votación de la presente Sentencia
el siguiente día 21 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. «Recreativos Safer, S.L.», impugna en el presente
recurso de amparo el Acuerdo, de 5 de noviembre de
1993, del Consejo de la Junta de Galicia, imponiéndole
una sanción de 1.500.000 por infracción muy grave tipi-
ficada en la Ley 14/1985, Reguladora del Juego y
Apuestas en Galicia, e impugna también la Sentencia
de 19 de septiembre de 1996 de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Galicia,
recaída en el proceso instado frente al citado Acuerdo.
La entidad demandante imputa al Acuerdo (siguiendo
el cauce señalado en el art. 43.1 LOTC) la vulneración
del derecho a la presunción de inocencia, a la defensa,
a conocer la acusación y a la contradicción, habiendo
sido lesionado en la Sentencia —alega— el art. 24.2 C.E.

2. Empecemos nuestro enjuiciamiento por la valo-
ración de la presunción de inocencia. Según la quejosa
se vulneró este derecho al no haberse producido la rati-
ficación por los Inspectores que levantaron actas en el
procedimiento administrativo sancionador, y asimismo
al atribuirse a las actas de la inspección del juego el
valor de prueba. Se ha concedido a las actas una pre-
sunción de veracidad, con la inversión de la carga de
la prueba

Este Tribunal Constitucional tiene establecido que «la
presunción de inocencia rige sin excepciones en el orde-
namiento sancionador y ha de ser respetada en la impo-
sición de cualesquiera sanciones, sean penales, sean
administrativas (...), pues el ejercicio del ius puniendi en
sus diversas manifestaciones está condicionado por el
art. 24.2 de la Constitución al juego de la prueba y a
un procedimiento contradictorio en el que puedan defen-
derse las propias posiciones. En tal sentido, el derecho
a la presunción de inocencia comporta: Que la sanción
esté basada en actos o medios probatorios de cargo
o incriminadores de la conducta reprochada; que la carga
de la prueba corresponda a quien acusa, sin que nadie
esté obligado a probar su propia inocencia, y que cual-
quier insuficiencia en el resultado de las pruebas prac-
ticadas, libremente valorado por el órgano sancionador,
debe traducirse en un pronunciamiento absolutorio»
[STC 76/1990, fundamento jurídico 8.o B)].

Estos principios generales no excluyen el valor pro-
batorio que las actas de infracción pueden tener; actas
en las que los funcionarios competentes consignan los
hechos que observan en el transcurso de sus indaga-
ciones y comprobaciones, con la posibilidad de destruir
la presunción de inocencia de la que goza todo ciuda-
dano. Así se hizo constar en la ya citada STC 76/1990,
y se repite en la STC 14/1997, que modulan el contenido
del derecho del art. 24.2 C.E. Según esta jurisprudencia
constitucional, las actas de inspección tienen un valor
que va más allá de la denuncia y gozan de valor pro-
batorio. Sin embargo, esto no quiere decir «que las actas
gocen (...) de una absoluta preferencia probatoria que
haga innecesaria la formación de la convicción judicial
acerca de la verdad de los hechos empleando las reglas
de la lógica y de la experiencia. En vía judicial, las actas
(...) incorporadas al expediente sancionador no gozan
de mayor relevancia que los demás medios de prueba
admitidos en Derecho y, por ello, ni han de prevalecer
necesariamente frente a otras pruebas que conduzcan
a conclusiones distintas, ni pueden impedir que el Juez
del contencioso forme su convicción sobre la base de
una valoración o apreciación razonada de las pruebas
practicadas» (SSTC 76/1990 y 14/1997).

Aplicada esta doctrina constitucional al presente
caso, resulta incuestionable que el derecho a la presun-
ción de inocencia de la demandante no ha sido infringido.
Se instruye, en efecto, un expediente sancionador basán-
dose en las actas de infracción; la recurrente tuvo ocasión
de defenderse y de hacer las alegaciones que consideró
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oportunas. Sin embargo, no pudo desvirtuar, a juicio del
instructor, las pruebas aportadas en esta fase adminis-
trativa. Posteriormente, recurrió en sede jurisdiccional,
y tuvo de nuevo oportunidad de aportar las pruebas que
consideró convenientes, pero, como destaca la Senten-
cia del Tribunal a quo, no desvirtuó los dos hechos bási-
cos que dan origen a la sanción: La existencia de una
sola documentación y la de dos máquinas con referencia
a ella.

El valor probatorio de las actas, con el alcance que
le otorga nuestra jurisprudencia, sirve para rechazar, en
el supuesto que enjuiciamos, la denunciada conculcación
del derecho a la presunción de inocencia. En la STC
23/1995 se precisa bien nuestra doctrina al respecto:
«Conviene no confundir la presunción de validez de los
actos administrativos con la presunción de inocencia,
ni la indefensión administrativa con la judicial, máxime,
cuando —como ahora es el caso— la actuación admi-
nistrativa fue revisada por los órganos judiciales en un
proceso con todas las garantías. Como en múltiples oca-
siones hemos declarado, la traslación de la presunción
de inocencia al ámbito administrativo sancionador perfila
su alcance, y sólo cobra sentido cuando la Administra-
ción fundamenta su resolución en una presunción de
culpabilidad del sancionado carente de elemento pro-
batorio alguno. Cualesquiera otras incidencias acaecidas
en la tramitación del expediente (...) son cuestiones que,
aunque pueden conducir a la declaración judicial de nuli-
dad de la sanción por vicios o falta de garantías en el
procedimiento (SSTC 68/1995 y 175/1987), en modo
alguno deben incardinarse en el contenido constitucional
del derecho a la presunción de inocencia, pues éste no
coincide con las garantías procesales que establece el
art. 24.2, cuya aplicación al procedimiento administra-
tivo-sancionador sólo es posible con las matizaciones
que resulten de su propia naturaleza» (STC 120/1994,
fundamento jurídico 2.o).

3. La entidad quejosa atribuye también al Acuerdo
del Consejo de la Junta de Galicia la infracción del prin-
cipio acusatorio, pues se introdujeron nuevas imputa-
ciones en la resolución sancionadora que no aparecían
inicialmente formuladas en el pliego de cargos.

Es cierto que en el expediente administrativo san-
cionador se formula el pliego de cargos por carencia
de boletín de instalación, habilitación del local y pegatina
de tasa fiscal, mientras que en la resolución del Instructor
se consideran como hechos probados que la máquina
carecía, por una parte, de boletín de instalación y, de
otra, de placas de identidad por manipulación de la serie,
coincidiendo ésta con la de otra máquina instalada en
distinto municipio.

Pero tal alegación no puede estimarse. La carencia
de boletín de instalación y la coincidencia de dos máqui-
nas con la misma numeración, se mantiene a partir de
la imputación formal. Además, desde la iniciación del
procedimiento hasta el Acuerdo sancionador del Consejo
de la Junta de Galicia se tipifican los hechos como infrac-
ción muy grave, prevista en el art. 28.1 a) de Ley
14/1985, Reguladora del Juego y Apuestas en Galicia.

No es de aplicación aquí la STC 160/1994, que la
recurrente cita en apoyo de sus pretensiones. En el
supuesto allí considerado se produce una modificación
sustancial de los hechos imputados al actor: «lo que
era una pretendida infracción de índole puramente for-
mal (la falta de la pegatina) se transformó en otra de
carácter sustantivo, consistente en el completo incum-
plimiento de la obligación tributaria. Este incumplimiento
no puede sostenerse —se razonó— que esté ineludible-
mente implícito en la falta de la pegatina, pues es obvio
que no pueden equipararse (ni por su naturaleza ni por
su entidad) la falta de pago y la falta de los documentos
que lo acreditan, y que ni siquiera fue aludido en la
propuesta de sanción» (fundamento jurídico 3.o). En la
STC 160/1994 es enjuiciada una calificación errónea

de los hechos y una tipificación que también lo es, de
tal forma que se pasa de una falta leve a una muy grave,
con vulneración del principio acusatorio, tutelado en el
art. 24.2 C.E.

La jurisprudencia de este Tribunal ha establecido una
estrecha vinculación entre el respeto del derecho a ser
informado de la acusación y la no modificación esencial
de los hechos imputados (SSTC 29/1989, 145/1993,
195/1995, 120/1996, 7/1998). En el asunto que se
examina esta vinculación ha sido respetada. Desde el
principio del expediente hay una única documentación
y dos máquinas a las que se pretende referenciar en
tal documentación. Sobre tales datos se realiza una tipi-
ficación como falta muy grave en el pliego de cargos,
y así se mantiene en todo el procedimiento adminis-
trativo. No debe apreciarse, en suma, la pretendida vul-
neración del principio acusatorio.

4. Los derechos de defensa, el de conocer la acu-
sación y el de contradicción, cuya conculcación también
se denuncia en la demanda, de forma global y no sufi-
cientemente diferenciada, fueron respetados, dada la
indicada forma de tramitar el expediente sancionador.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».

Dada en Madrid, a veintiuno de julio de mil nove-
cientos noventa y ocho.—Álvaro Rodríguez Bereijo.—Vi-
cente Gimeno Sendra.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Manza-
no.—Firmados y rubricados.

20047 Sala Primera. Sentencia 170/1998, de 21 de
julio. Recurso de amparo 4.538/1996. Contra
Sentencia de la Audiencia Provincial de Sevi-
lla, desestimatoria de recurso de apelación
interpuesto contra la dictada por el Juzgado
de Primera Instancia núm. 19 de esa misma
capital en autos de juicios de cognición sobre
resolución de contrato de arrendamiento por
causa de necesidad. Supuesta vulneración del
derecho a la utilización de los medios de prue-
ba pertinentes: motivación suficiente de la
denegación de la prueba solicitada.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Manuel Jiménez de Parga y Cabrera y don Pablo García
Manzano, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4.538/96, promovido
por don Agustín Jover Moreno, bajo la representación
procesal del Procurador de los Tribunales don Luciano
Rosch Nadal, y asistido por el Letrado don Juan Aguilar
Fernández, contra la Sentencia de la Audiencia Provincial
de Sevilla (Sección Segunda), de 28 de octubre de 1996,


